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En Buenaventura, los escenarios de violencia han aumentado como consecuencia de las 
transformaciones de las dinámicas del conflicto armado y de las economías del despojo 
que allí tienen lugar. A pesar del recrudecimiento de la guerra en esta región, emergen 
apuestas de construcción de paz que se realizan desde diversos sectores de la sociedad 
civil. Este artículo tiene como objetivo analizar la reconfiguración de los órdenes sociales 
en Buenaventura en este contexto de posacuerdo y transición que vive Colombia, a través 
de visibilizar el impacto que esto ha desencadenado en un grupo de jóvenes y mujeres 
afrodescendientes del territorio que han sido afectados, pero que han constituido unas 
geografías de resistencias colectivas y construcción de paz “desde abajo” para dignificar 
sus cuerpos y vidas.
PALABRAS CLAVE: 
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In Buenaventura, the scenarios of violence have increased as a consequence of the trans-
formations in the dynamics of the armed conflict, and the economies of dispossession 
that take place there. Despite the worsening of the war in this region, peace-building 
bets are emerging from various sectors of civil society. This article aims to analyze the 
reconfiguration of social orders in Buenaventura in this context of post-agreement and 
transition that Colombia is experiencing, through making visible the impact that this 
has unleashed for a group of young people of African descent from the territory and for 
Afro-descendant women who also They have been exposed, but they have constituted 
geographies of collective resistance and peacebuilding “from below” to dignify their 
bodies and lives.
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Buenaventura, Urban Violence, Social Order, Criminal Outsourcing,  
Peace “from Below”
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Introducción
En la subregión del Pacífico sur colombiano se encuentra ubicado el distrito de Bue-
naventura1, considerado el territorio más grande de la región pacífica por su exten-
sión: cerca de 6785 km. Habitado principalmente por población afrodescendiente2, y 
debido a su cercanía a Panamá, países de la zona pacífica de Asia y ciudades del este 
de los Estados Unidos, este lugar se ha convertido en el puerto más importante de 
Colombia en términos geoestratégicos. Por ello, Buenaventura es una de las ciuda-
des más importantes del Pacífico3, para el desarrollo de las economías comerciales 
nacionales y regionales.
A pesar de su importancia, la inversión en infraestructura portuaria y los volú-
menes de comercio que allí se mueven no se han traducido en un impacto positivo 
en la calidad de vida de la población de Buenaventura. Según cifras reveladoras de 
Semana (2017) el 36 % de los habitantes tiene alguna necesidad básica insatisfecha. 
La pobreza en este lugar representa el 66,5 %, una cifra mayor al índice de pobreza 
a nivel nacional que equivale al 49 %.
Buenaventura no solo es el puerto más importante para la economía nacional, sino 
que, además, es un territorio clave en la cadena de producción del narcotráfico, ya 
que garantiza la intermediación y conexión con rutas que se dirigen a Centroamérica 
y México. La presencia de muchos actores armados en Buenaventura se relaciona 
con el hecho de ser un punto que une norte y sur del Litoral Pacífico y es la fase final 
de un corredor que conecta rutas de producción de droga desde los departamentos 
de Tolima y Cauca. Por eso, los escenarios de violencia han aumentado como con-
secuencia de las transformaciones de las dinámicas del conflicto armado, a pesar 
del contexto de posacuerdo, y de las economías del despojo que allí tienen lugar. 
Mientras el puerto maneja el 51 % de actividades portuarias a nivel nacional, su 
población vive en condiciones de extrema pobreza y debe afrontar la presencia de 
1. Mediante Acto Legislativo número 02 de 2007, el Congreso de Colombia decretó a la ciudad de Bue-
naventura como Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturístico.
2. De acuerdo a cifras emitidas por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 
Buenaventura cuenta con aproximadamente 424 047 habitantes, de los cuales el 89 % de la población se 
autorreconoce como negra, mulata, afrocolombiana o afrodescendiente.
3. El Pacífico se ha representado históricamente como región a partir de la confluencia de ciertos elementos 
de su geografía, de su proceso de poblamiento y de las formas que adoptan sus dinámicas económicas, 
sociales, políticas y culturales (Agudelo, 2005). Recordemos que, de una región lejana para los procesos 
de construcción nacional, el Pacífico se ha convertido en un territorio de gran importancia debido a 
sus grandes riquezas en biodiversidad y por ser la zona donde se concentran los procesos de titulación 
colectiva para comunidades negras otorgados por la Ley 70 de 1993. 
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distintos actores armados ilegales que buscan controlar sus territorios continentales, 
fluviales y marítimos. 
Es así como Buenaventura se ha convertido en una ciudad en disputa entre inte-
reses del Estado, actores armados, empresa privada y diversos agentes económicos, 
donde la utilización de la violencia ha sido una constante para lograr algún tipo de 
hegemonía. En este sentido, es necesario reconocer la multiplicidad de actores y 
procesos que desencadenan la producción de la violencia en este territorio y que 
interactúan, implícita o explícitamente, para su mantenimiento (Vinasco-Martínez, 
2019). En medio de estos contextos de disputa territorial y de violencia persistente, 
los y las habitantes del puerto no deben ser vistos únicamente como actores pasivos, 
pues las realidades de las violencias pueden ser más complejas, debido a que implican 
interacciones, tensiones y constantes transformaciones. Estas relaciones se hacen 
más evidentes en sectores históricamente marginados, donde las desigualdades so-
cioeconómicas se convierten en un escenario favorable para el ejercicio de diversas 
formas de violencia que impactan de diferentes formas y en grados variables a su 
población (Vinasco-Martínez, 2019: 160). 
Como forma de visibilizar estas interacciones de la violencia en Buenaventura, 
el objetivo de este artículo es analizar la manera en que los órdenes sociales se 
reconfiguran (Vinasco-Martínez, 2019: 160; Valencia; Vinasco: 191, 2020) en el 
contexto actual de posacuerdo a partir de 1) la aparición de nuevos grupos ilegales 
que se vinculan a actividades ilícitas y 2) las estrategias de negociación cotidiana 
que realizan las mujeres afrodescendientes de Buenaventura con algunos de los 
actores armados que infligen violencia. Dado el escenario de posacuerdo actual 
en Colombia, estas situaciones muestran la necesidad de analizar las tensiones 
y contradicciones que emergen entre diferentes formas de gobernanza aplicadas 
en Buenaventura: por un lado, aquellas propias de la seguridad en un contexto 
de recrudecimiento del conflicto armado; y, por otro lado, aquellas propias de las 
comunidades y que se relacionan con los procesos de construcción de paz propia o, 
como lo hemos denominado, desde abajo. 
Este artículo se sustenta en un trabajo etnográfico que consistió en la realización 
de entrevistas a profundidad a hombres y mujeres jóvenes, afrodescendientes y 
habitantes de la región, durante el año 2018 y el primer semestre de 2019. Para ello 
se realizó un acercamiento con diversos actores, con el objetivo de entender la for-
ma en que las personas han sido impactadas por la violencia, cómo la interpretan, 
confrontan y negocian con ella (Vinasco-Martínez, 2019: 161; Valencia; Vinasco: 
199, 2020). A través de ello, se busca comprender la manera como se reconfiguran 
los órdenes sociales en la localidad. De manera transversal, el desarrollo del trabajo 
de campo que sustenta gran parte de la investigación requirió el desarrollo de un 
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protocolo de seguridad y consideraciones éticas sobre la manera en que se maneja-
ría la información, es decir, conservar el anonimato de los y las entrevistadas. Por 
lo tanto, algunos nombres de las personas aquí mencionadas han sido cambiados 
para proteger su identidad, por cuestiones de seguridad tampoco se mencionan los 
barrios que habitan.
Buenaventura: lógicas del desarrollo y despojo
En Buenaventura, la combinación de patrones históricos de segregación racial, 
espacial, pobreza y la presencia de nuevas dinámicas urbanas de actores armados 
–especialmente del paramilitarismo– han producido importantes grados de violencia 
contra jóvenes y mujeres (Centro Nacional de Memoria Histórica [CNMH], 2015). 
Mientras la principal preocupación del Gobierno y de los empresarios regionales 
es expandir el puerto para atender nuevas oportunidades de inversión de cara al 
comercio con las economías asiáticas, los escenarios de violencia han aumentado 
como consecuencia de las transformaciones de las dinámicas del conflicto armado 
y de las economías del despojo que allí tienen lugar. 
Desde finales del siglo XX, luego de que se promulgara la Constitución Política 
de 1991, dos aspectos políticos y económicos son claves para comprender las diná-
micas sociales y económicas del caso de Buenaventura: primero, la configuración 
de las sociedades portuarias encaminadas a la expansión del proyecto portuario a 
partir de su privatización con la Ley 1.ª de 1991; segundo, la aprobación de la Ley 70 
de 1993, que reconoció derechos territoriales y políticos especiales a comunidades 
negras (Valencia, 2013). En el caso de Buenaventura, estos dos procesos dieron lugar 
a las tensiones sociales, puesto que las políticas económicas guiadas por el proyecto 
de expansión portuario y los proyectos locales autónomos de las comunidades no 
están articuladas. Son tensiones que se han manifestado de una forma articulada 
en un contexto marcado por el recrudecimiento de la guerra, que en el Pacífico co-
lombiano ha estado relacionada con el extractivismo que ha marcado los procesos 
económicos y sociales de la región (Escobar, 2010). 
Buenaventura se proyecta como unos de los puertos más importantes de Lati-
noamérica4. Como se señala en el CONPES 3342 de 2005, gran parte del auge de 
4. Actualmente, en la ciudad existen 8 proyectos que se enmarcan en el fortalecimiento de la logística 
portuaria: el Terminal de Contenedores de Buenaventura (TcBuen), la Sociedad Puerto Industria Agua-
dulce, la ampliación del terminal actual, el muelle cementero, el Terminal Marítimo del Río Dagua (TMD), 
CAEB (Centro de Actividades Económicas de Buenaventura), Zelesa (Zona de Actividades Logísticas 
Extraportuarias de Buenaventura), y CELPA S. A. (Centro Logístico del Pacífico S. A). 
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inversiones en la ciudad obedece a la necesidad del comercio internacional, lo que 
se materializa en profundas transformaciones para la configuración urbana, sin 
traducirse en bienestar para el total de su población. La expansión portuaria genera 
la mayor parte del capital para los actores privados nacionales e internacionales: el 
83 % de participación en la Sociedad Portuaria la tienen empresarios, controlada 
principalmente por el Grupo Parody, Grupo Harinera del Valle, TCBuen y Grupo 
Portuario S. A. En cambio, el sector público (Alcaldía de Buenaventura y Ministerio 
de Transporte) tiene el 17 %. Vale la pena resaltar que estos actores privados no 
habitan en la región y generalmente no reinvierten en ella, produciendo un espacio 
social fracturado y desigual (Valencia; Silva; Moreno, 2016).
Es necesario recordar la privatización de la empresa Puertos de Colombia (Col-
puertos) en 1993, pues tuvo importantes impactos sociales y económicos en Buena-
ventura. Además de flexibilizar el mercado laboral, la privatización de las actividades 
portuarias transformó los fuertes lazos que existían entre la comunidad y el puerto. La 
privatización del puerto creó un circuito económico que desvinculó a la comunidad 
y, sobre todo, a las actividades productivas propias de la población afrodescendiente. 
Este nuevo circuito comenzó a incluir todas las actividades portuarias, así como los 
bienes y servicios relacionados con estas: hoteles, estaciones de gasolina, ferreterías, 
empresas constructoras. Fue así como en el mismo municipio –distanciado de este 
circuito portuario– se formó un circuito económico local centrado en actividades 
como la pesca, la agricultura y el pequeño comercio, labores que poco a poco per-
dieron la relación directa con el puerto (Valencia et al., 2016).
Aunque la actividad portuaria en Buenaventura da cuenta del crecimiento eco-
nómico nacional, las condiciones de vida de sus pobladores sobresalen por la 
precariedad. Aquella parte que no se encuentra económica e institucionalmente 
incluida en la zona del puerto ha venido enfrentando marcados procesos de ex-
clusión social, económica, política y cultural. Por ejemplo, en varios ejercicios 
de cartografía social que realizamos, los participantes resaltaron que la Sociedad 
Portuaria tiene todos los servicios públicos, mientras el resto de la población no 
tiene acceso a agua potable o alcantarillado ni existe un hospital con condiciones 
idóneas para atender a la población.
También cabe señalar el caso de las comunidades afrodescendientes de Bue-
naventura que habitan lugares potenciales para el desarrollo de actividades econó-
micas. Estas comunidades han sufrido por décadas procesos de despojo; es decir, 
han sido desterradas violentamente dentro de la ciudad por los diferentes actores 
que están asociados al desarrollo de economías legales e ilegales. Varios proyectos 
portuarios en Buenaventura, como la expansión de TCBuen, han sido realizados sin 
el consentimiento o la participación de la comunidad, incluso generando amenazas 
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a líderes sociales que denuncian esta situación5. Según la Comisión Intereclesial de 
Justicia y Paz (CIJP, 2015: 14), 
actualmente, los desplazamientos intra-urbanos e intermunicipales, las desapariciones 
forzadas, amenazas, homicidios, la violencia sexual y el reclutamiento forzado de niños, 
niñas y adolescentes se relacionan también como prácticas criminales vinculadas a la 
necesidad de liberar el territorio previsto en los planes de infraestructura del Distrito. 
Es así como, para cierta parte de la población afrodescendiente del puerto más 
importante del país, la lógica del desarrollo económico es precisamente lo que la 
está desplazando y lo que la está matando, porque, como expone la periodista Rossih 
Amira (2017), “el desarrollo en Buenaventura es sinónimo de muerte, de desplaza-
mientos, de masacres, de despojo”. Es un desarrollo que ha traído despojo en medio 
de la disputa de diversos actores armados en la región.
Aun así, vale la pena resaltar que, a pesar de tanta violencia, existen distintas 
apuestas que, desde las organizaciones comunitarias, enfrentan la violencia y de-
muestran la capacidad de resistencia y resiliencia de estas comunidades. Además, 
cabe mencionar que el distrito de Buenaventura quedó incluido dentro del Plan de 
Desarrollo con enfoque Territorial del Pacífico Medio. La zona PDET Pacífico Medio 
se compone por cuatro municipios costeros: Buenaventura, Guapi, López de Micay 
y Timbiquí, por lo que esta situación pone en mayor evidencia las tensiones entre 
el recrudecimiento de la violencia y las apuestas de construcción de paz, como lo 
veremos a continuación. 
Actores armados en Buenaventura: la persistencia  
de la violencia
Con relación al desarrollo del conflicto armado, Buenaventura inició cambios sig-
nificativos desde finales de la década de 1990 con la llegada de las FARC-EP a la 
zona rural y, posteriormente, con la irrupción del paramilitarismo encabezado por 
el Bloque Calima. Estas transformaciones las podemos sintetizar en tres momentos, 
de acuerdo a la hegemonía del actor armado ilegal en la región. 
5. Este es el caso de Leyla Arrollo y Danelly Estupiñán, lideresas de Buenaventura pertenecientes al 
Proceso de Comunidades Negras y promotoras del paro cívico de Buenaventura, quienes han sufrido 
amenazas a partir de sus denuncias por las afectaciones que causan los proyectos de expansión portuaria 
(Sánchez, 2019). 
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El primer momento corresponde a la década de los noventa, cuando las FARC-EP 
se establecieron en el casco urbano de Buenaventura con el frente urbano Manuel 
Cepeda Vargas. Con su llegada a la ciudad, estas fuerzas armadas crearon células 
de milicianos en algunos barrios, particularmente en lugares muy empobrecidos. 
La incursión de este grupo guerrillero obedecía al fortalecimiento territorial de su 
ejército y a la ampliación de los mecanismos de financiación a través de diferentes 
acciones: cobro de impuestos a estupefacientes que salían del puerto, extorsiones 
y secuestros, entre otras actuaciones que iban en contra de las élites económicas 
tradicionales vallecaucanas y de las que emergieron del narcotráfico6 (CNMH, 2015).
El segundo momento se caracteriza por la incursión paramilitar del Bloque 
Calima7, instaurando a su paso un régimen de terror. Los paramilitares lograron 
establecerse en la zona continental de la ciudad, particularmente en la Comuna 
12. Este territorio fue de gran interés por ser un importante punto estratégico para 
la movilización de la droga en el país. La incursión paramilitar se dio en alianza 
con narcotraficantes, y élites políticas y económicas locales, con la intención de 
disputar el control territorial a las FARC-EP y proveer seguridad y justicia privada 
a empresarios legales e ilegales que necesitaban resguardar sus flujos de capital en 
el puerto (Valencia et al., 2016). 
Los paramilitares, además, tuvieron vínculos con políticos e hicieron tratos con 
agentes del Estado –especialmente con miembros de la fuerza pública–, lo cual les 
permitió obtener información de inteligencia, coordinar conjuntamente incursiones 
y contar con apoyo logístico en el transporte, generando el afianzamiento de un 
control territorial y poblacional dentro de la ciudad (CNMH, 2015; Buenaventura, 
la “joya”…, 2013). De 2000 a 2005, ocurrieron varias masacres en la parte urbana 
de Buenaventura (ver Cuadro 1), en su mayoría cometidas por los paramilitares del 
Bloque Calima. Solo una de ellas se le atribuye a las FARC-EP, en los barrios La 
Campiña y La Dignidad de la Comuna 12.
El tercer momento, que va del año 2005 hasta 2016, se distingue por el estableci-
miento de nuevas estructuras de bandas criminales (conocidas como Bacrim), tras 
la desmovilización del Bloque Calima, en 2004, y del Frente Pacífico, en 2005. El 
6. Durante este periodo surgió la tercera generación de narcotraficantes, que resultaron de la detención de 
los grandes capos pertenecientes a los cárteles de Medellín y Cali. Esta etapa posibilitó el fortalecimiento 
del Cartel del Norte del Valle. La alianza con este facilitó, de alguna manera, la inserción y consolidación 
del Bloque Calima en Buenaventura.
7. El Frente Pacífico, una subdivisión del Bloque Calima, se encargaba del área financiera, cuya fuente 
principal estaba en el desarrollo de actividades relacionadas con el narcotráfico. Este grupo tuvo una fuerte 
presencia o hegemonía en varios barrios de la ciudad, debido a que estableció alianzas con miembros 
de bandas delincuenciales que le permitieron conformar el ordenamiento de su operación en el área 
urbana (CNMH, 2015).
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primero de ellos fue fallido, pues gran parte de los integrantes fueron asesinados 
y otros se vincularon a grupos asociados al narcotráfico y la nueva criminalidad 
organizada para seguir delinquiendo en la ciudad (CNMH, 2015; Espinosa, 2011; 
Gisbert; Pinto; Sulé, 2015). 
Durante este período, la violencia en Buenaventura se incrementó y expandió 
por los barrios y comunas. Es de destacar, por ejemplo, el surgimiento de la banda 
criminal local denominada La Empresa, que tenía lazos con Los Rastrojos. Este grupo 
estuvo integrado, inicialmente, por exmiembros del Bloque Calima, exguerrilleros 
e integrantes de diversos grupos delincuenciales del territorio. El surgimiento de La 
Empresa fue producto de una relación entre narcotraficantes y comerciantes locales. 
En 2012, emergieron Los Urabeños o Clan Úsuga, quienes entraron a Buenaventura 
con la intención de tomar la hegemonía del control de la ciudad, expandiendo así 
su radio de acción (McDermott, 2014) y desencadenando una guerra contra La 
Empresa, un conflicto en el que la comunidad quedó inmersa (Guerra por el oro…, 
2014; Buenaventura, la “joya”…, 2013).
En los últimos años, tras el proceso de desmovilización de las FARC-EP, la llegada 
de nuevos actores armados ilegales y el reacomodo de los existentes han producido 
un aumento de la violencia, al igual que procesos de negociación entre dichos actores. 
De acuerdo al informe realizado en 2017 por la Fundación Ideas para la Paz, sobre 
Buenaventura, esta reconfiguración de la presencia de actores armados ilegales se 
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Año Barrios Comuna/zona Núm. de víctimas
CUADRO 1 Masacres cometidas en el área urbana de Buenaventura (2000-2005)
Fuente: elaboración propia a partir de Espinosa (2011) y de datos del portal Rutas del conflicto.
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evidencia con la llegada del Clan del Golfo y el ELN a la zona rural del municipio, 
principalmente por el norte, en lugares como Juanchaco, La Barra y Ladrilleros, que se 
ha traducido en fuertes desplazamientos desde el Litoral de San Juan. Pero también 
es de resaltar la presencia de nuevos grupos herederos de las Bacrim (como Gente 
del Orden o las denominadas Guerrillas del Pacífico) que han llegado para disputar 
actividades relacionadas con el microtráfico, lo cual ha producido nuevas normas 
de control social, confinamiento, aumento de amenazas, extorsión, desplazamiento 
y despojo en zonas estratégicas de los barrios del puerto. 
Vemos, entonces, que contrario a lo que se proyectaba, en el contexto de po-
sacuerdo, los actores armados siguen mutando y han continuado alimentándose 
de las economías ilegales a través de un vasto portafolio criminal: narcotráfico, 
microtráfico, extorsiones, lavado de activos, contrabando, tráfico de armas, cultivos 
ilícitos y minería criminal. La reacomodación de las nuevas bandas criminales en la 
región tiene una profunda relación con el narcotráfico, así: 
el nuevo mapa de grupos armados ilegales se define entonces a través de alianzas y 
transacciones que disputan el dominio de economías ilegales y de regulación de bienes 
públicos, reconformando poderes narco-paramilitares que mantienen nexos con las 
dinámicas que originaron y mantuvieron la presencia del Bloque Calima en el puerto. 
(CNMH, 2015: 121) 
El tamaño desbordado de la economía criminal que mueven estos grupos, así 
como la disputa por el territorio y el dominio de zonas de desarrollo portuario, esta-
blecen todo un despliegue de múltiples formas de violencia (ver Cuadro 2), haciendo 
de Buenaventura la ciudad con el mayor número de desplazados, desaparecidos y 
asesinados en Colombia (Buenaventura, la ciudad…, 2014). Como lo plantea Oscar 
Almario (2004), en este territorio existe un nuevo modelo económico en el que 
se entrelazan algunos elementos del extractivismo del pasado junto con prácticas 
ilícitas, delincuenciales y paraestatales, articulando así las demandas del capital 
transnacional. En este extenso territorio, el posacuerdo parece ser una nueva etapa 
de la confrontación armada, más focalizada y criminalizada. Se trata, además, de 
un reacomodo de actores armados, de una reconfiguración del orden social: las 
comunidades deben hacer frente a los procesos de tercerización de la violencia, 
donde deben negociar y hacer frente a los actores armados y, de igual manera, 
promover incesantes esfuerzos de construcción de paz, sobre todo aquellos que se 
crean desde abajo. 
El conflicto en Buenaventura se ha ido concentrando cada vez más en la zona 
urbana, como resultado de esta hibridación de intereses estatales y privados, gru-
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pos armados y redes criminales, en la cual gran parte de la comunidad ha quedado 
inmersa en lo que Ulrich Oslender (2004) denominaría geografías de terror, y que 
han dejado de paso una cadena de homicidios, desapariciones y desplazamientos 
forzados, violencias contra la mujer, reclutamientos de jóvenes, fragmentación del 
espacio urbano, movilidad restringida, etc. Estas geografías de terror han transfor-
mado la ciudad en paisajes de miedo, zozobra e inseguridad, sumados a la deses-
tructuración del tejido social y de la vida cotidiana de la población. Como expone 
Darina (comunicación personal, 26.10.2019), “el conflicto armado aquí ha venido 
irrumpiendo en la familia, ha hecho que se separe[n] muchos lazos de amistad, de 
hermandad, de compadrazgo: muchas cosas han generado esas violencias”.
Aquí queremos resaltar que Buenaventura es un epicentro para el desarrollo de 
muchas de las dinámicas del conflicto armado y el desplazamiento en el país. Du-
rante el recrudecimiento de este conflicto, que vivió el país a finales de la década 
del noventa, a la ciudad llegaron 8452 familias (48 090 personas) en situación de 
desplazamiento forzado (CNMH 2015). Sumado a lo anterior, la mortalidad en la 
ciudad de Buenaventura, en los últimos 14 años, es un asunto que ha cobrado rele-
vancia en el desarrollo de investigaciones académicas y de defensores de derechos 
humanos. La ubicación geoestratégica del puerto ha sido un elemento clave para el 
control de las rutas del narcotráfico a través de las cuales se envían al exterior drogas 
y armas, así como para la siembra de coca y la participación en actividades como la 
minería. Estos han sido algunos de los elementos determinantes en el proceso de 
ruptura social que vive la comunidad.
1990-2012 Homicidios 4799
1990-2013 Desapariciones forzadas 475
1995-2013 Masacres 26
1990-2014 Desplazamiento forzado 152.837
Total 158.137
Años Dimensiones de violencia Núm. de víctimas
Fuente: elaboración propia a partir de CNMH (2015). 
CUADRO 2
Número de víctimas en diferentes modalidades de violencia  
en Buenaventura (1990-2014)
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Orden social y violencia urbana en contextos locales
En términos generales, la literatura sobre la violencia urbana en América Latina se 
ha enfocado en la relación entre pobreza y criminalidad (Salazar, 1991). Algunos teó-
ricos, distanciándose de esa asociación y del discurso de una cultura de la violencia, 
han planteado perspectivas alternativas, como la masculinidad predatoria (Penglase, 
2009), el énfasis en procesos de urbanización acelerados (Camacho; Guzmán, 1990; 
Del Olmo, 2000) o en los cambios generacionales y económicos regionales (Nagle, 
2008; Rubio, 1997). Aunque este artículo no está planteado en oposición a los mo-
delos interpretativos anteriores, busca crear una apuesta que incorpore múltiples 
dimensiones de la violencia urbana: no solo a víctimas y victimarios, sino también 
las transacciones y negociaciones entre estos; es decir, indagar por la reconfiguración 
de órdenes sociales en lo local. 
Como producto histórico, la violencia es inacabada, ambigua, difusa y hetero-
génea. Cambia en el tiempo y en el espacio, y produce un orden social especifico. 
Para Camacho y Guzmán (1990), la violencia puede entenderse como un elemento 
de estructuración del orden social, que comprende una multiplicidad de actores, 
intereses, recursos e instituciones que pueden estar o no acogidos por la legalidad. 
En otras palabras, las violencias que se despliegan en las ciudades latinoamericanas 
tienen actores, formas y componentes variados y multicausales. Por lo tanto, ciudad 
y violencia no pueden estudiarse de forma independiente, pues ambas han estado 
vinculadas históricamente.
Para comprender los matices que logra la presencia de grupos armados en un 
espacio determinado, resulta necesario plantear los tipos de relaciones que se cons-
tituyen entre quienes habitan un territorio con alta presencia de actores armados y 
violencia. Por esta razón, el presente análisis se sustenta en la noción de orden social, 
que Bobea (2017: 78) presenta como “el conjunto de normas implícitas y explícitas 
que regulan la interacción entre individuos en una comunidad o localidad dada, a 
partir de normas preestablecidas y compartidas por la colectividad” (Vinasco-Mar-
tínez, 2019: 161; Valencia; Vinasco, 2020: 191).
Si bien la pretensión del orden social es que sea aceptado, internalizado y legi-
timado por los grupos sociales, esto no significa que se desconozcan las diversas 
formas de resistencia y negociaciones (Pegoraro, 2003). Al igual que la violencia, 
el orden social no es fijo ni inmutable, pues también se trasforma o altera. En este 
sentido, las interacciones que se dan entre los diversos actores moldean formas de 
habitar el territorio y de negociar con las violencias. Para Valencia y Vinasco (2019), 
el orden social que se conforma en una localidad en particular depende de las per-
sonas que allí habitan, así como de sus prácticas cotidianas y el poder que ejerzan 
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sobre él. García, Guzmán, Aramburo, Rodríguez y Domínguez (2014) se refieren a 
los órdenes locales como un conjunto de patrones estables y acuerdos intersubjetivos 
que regulan la interacción entre los diferentes actores que componen una sociedad 
y un determinado lugar. 
Estos acuerdos que surgen orientan la vida cotidiana de los actores en lo que 
respecta a sus relaciones sociales, económicas, políticas y simbólicas. Además, 
en contextos atravesados por la guerra o el conflicto, violencia y orden no pueden 
verse por separado, debido a que la violencia es un factor decisivo en el surgimiento 
y mantenimiento del orden social (García et al., 2014, en Vinasco-Martínez, 2019: 
162). Por lo tanto, la violencia también puede ser entendida como un mecanismo o 
una manera de ejercer la autoridad o poder; de ahí que esta represente una forma 
de ordenamiento social que no necesariamente es destructivo. Como expone Arjona 
(2009), en zonas de guerra o conflicto no se puede pensar que reina la anarquía o existe 
un desgobierno; al contrario, en la mayoría de estas áreas algún tipo de orden emerge.
Con base en las reflexiones teóricas del feminismo negro contemporáneo (Collins, 
1999; Crenshaw, 1991), en nuestro análisis tenemos en cuenta las categorías raza, 
clase social y género como ejes estructurantes de la experiencia urbana. En este 
sentido, pensar la reconfiguración de órdenes sociales nos obliga a problematizar 
su relación con la raza, el género y la clase. En un contexto empobrecido y raciali-
zado como el de Buenaventura, un análisis sobre violencia urbana y el orden social 
necesita evidenciar las profundas desigualdades sociales, exclusiones raciales y de 
género, y la relación con patrones estructurales de vulnerabilidad a la pobreza y las 
segregaciones espaciales. 
Reconfiguración de órdenes sociales:  
el outsourcing criminal
En Buenaventura, y paralelo al proceso de configuración de las Bacrim en 2005, el 
escenario del narcotráfico ha tenido una importante expresión en el microtráfico, 
que ha significado la disputa del espacio por parte de los diversos grupos que preten-
den ampliar su dominio en los barrios, como forma de aumentar sus ingresos y que 
tiene relación con la diversificación del fenómeno. Esto ha tenido por consecuencia 
que los narcotraficantes se incrusten en el tejido social y económico de la ciudad. 
Ya no se trata de estructuras al margen de la ley, sino de empresarios que controlan 
el tráfico ilegal de drogas en los vecindarios más pobres, pero también manejan 
grandes redes financieras, prestan dinero a tasas de usura e invierten en negocios 
inmobiliarios (Salazar, 2015). 
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Asimismo, la condición de vulnerabilidad de los jóvenes con pocas posibilidades 
de empleo e inclusión social aumenta la posibilidad de que sean reclutados para las 
acciones delincuenciales. En síntesis, en el contexto de los barrios empobrecidos 
y desiguales de las ciudades, la presencia de las Bacrim se materializa a partir de 
relaciones subcontratadas con diferentes bandas delincuenciales, lo cual les da gran 
flexibilidad, pues combinan un núcleo jerárquico con extensas redes criminales. De 
esta manera, se ahorran el esfuerzo y desgaste de someter a quienes localmente 
ya dominan el territorio, empleándolos por la vía del consenso para administrar 
el miedo, y operar mecanismos de control y vigilancia a la población civil (Pérez; 
Montoya, 2013).
La criminalidad, entonces, se presenta como una estrategia de sobrevivencia 
por parte de algunas personas, principalmente una mayoría juvenil, que tienen una 
condición de vulnerabilidad con pocas posibilidades de educación, empleabilidad 
e inclusión social, situación que desencadena que sean reclutadas para las acciones 
o servicios delincuenciales o criminales, como lo expone una joven bonaverense:
Podemos ver cómo en nuestros contextos hay muchos grupos armados en los barrios. 
Esos niños van creciendo con esa ideología que esa es la oportunidad de ellos ya sea 
pa conseguirse unas zapatillas, así sea pa conseguirse una camisa, por la falta de opor-
tunidad y la desigualdad social que vive hoy en día Buenaventura, porque no es que 
Buenaventura no tenga plata, es que los dineros se concentran en las mismas familias. 
(Karen, comunicación personal, 15.09.2018)
No obstante, también se debe tener en cuenta que muchos jóvenes ingresan a 
estos grupos por tener un poder no solo económico, sino también simbólico; es decir, 
sentirse poderosos y respetados por el resto de su comunidad. Este relato nos permite 
evidenciar que la ilegalidad en esta región representa una oportunidad laboral para 
algunos habitantes. De esta manera, la población –principalmente los jóvenes– se 
vuelve víctima y victimaria al mismo tiempo. Según la Cámara de Comercio de Buena-
ventura (2017), para el año 2016 se presentó una tasa de desempleo de 62 %, una cifra 
alarmante si se compara con la tasa nacional para ese mismo año que fue de 9,2 %. 
Durante los últimos años, los jóvenes han sido el principal objetivo estratégico de 
los nuevos grupos armados y bandas criminales que se disputan los negocios ilícitos 
en la región. Estos grupos utilizan a hombres y mujeres jóvenes para conformar 
milicias y sostener sus economías ilegales; los reclutan algunas veces a través de 
la coerción o de ofrecerles oportunidades laborales y pagarles el suficiente dinero 
para que logren cubrir sus necesidades. La oferta de trabajo es variada: campaneros 
o informantes, sicarios, jíbaros (expendedor o distribuidor de drogas), prostitutas, 
etc., como lo expone un joven:
119Orden social más allá del Estado
Los grupos al margen de la ley siempre les ofrecen plata. Entonces muchos jóvenes por 
la situación económica se retiran del colegio para buscar un sustento para su familia, 
entonces lo que hacen es eso, vincularse. Un integrante de un grupo le puede dar 
$300 000 pa que le lleve un producto de un lugar a otro, entonces los jóvenes lo toman, 
que por más que quieran, la necesidad los obliga a meterse al tema del microtráfico. 
Se vuelven mulas internas. Por eso le digo, los jóvenes se vuelven las víctimas y los 
victimarios al mismo tiempo. (Joven líder social, comunicación personal, 27.10.2018)
Estas estructuras delincuenciales o criminales organizan y dan coherencia, bajo 
su lógica coercitiva, a las prácticas desesperanzadoras y dispersas de hombres y muje-
res jóvenes que han sido históricamente marginados y excluidos del país. Algunos 
jóvenes dan sentido a su experiencia urbana por medio de la agencia criminal y, de 
una u otra forma, desafían el orden social establecido por el mismo Estado (Alves, 
2017). Incluso, se puede pensar que el involucramiento de algunas personas a grupos 
armados ilegales puede ser una estrategia de resistencia o acción política contra el 
Estado, como lo expone una joven:
Lo más mínimo que se debe garantizar a una población es el derecho al agua, y no lo 
tenemos. Aquí hay personas que duran varios días sin agua. Entonces aquí la gente de 
ver tanta marginalidad, tanta pobreza y pese a tanta riqueza que tenemos en el puerto, 
hay muchas personas que se están llenando como de rencor, de odio y también por eso 
es que se meten a diferentes grupos al margen de la ley para combatir al Gobierno y eso 
es un aspecto importante. (Joven bonaverense, comunicación personal, 19.05.2019)
Otro asunto a resaltar es que se transforma la manera de actuar de los grupos 
ilegales. Si bien en un inicio la presencia de los actores era directa, hoy encontra-
mos que muchos jóvenes son contratados por grupos mediados por la delincuencia 
organizada. Los jóvenes pandilleros abandonaron una forma de actuación que im-
plicaba fuertes vínculos con su territorio y reglas simbólicas asociadas a la amistad, 
y pasaron a un tipo de violencia instrumental, en la que los jóvenes son contratados 
por una estructura criminal organizada y jerarquizada que ejerce control y poder 
local (Ordóñez, 2017, en Vinasco-Martínez, 2019: 170; Valencia; Vinasco, 2020: 196). 
Estos grupos armados no son fijos ni homogéneos; al contrario, varían en el tiempo 
y en el espacio, y la comunidad debe acomodarse y adaptarse al grupo existente. 
Para una joven líder social, ha existido una transformación en los actores ilegales: 
“Anteriormente sí establecían reuniones con la comunidad, pero de un tiempo para 
acá ya no se ve más eso, ya no…”. De igual forma, como expone ella misma, ha habido 
un cambio generacional en los jefes8 debido a que:
8. En Buenaventura, los jefes son aquellas personas que poseen un alto cargo o mando dentro de una 
estructura criminal o delincuencial.
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Anteriormente sabíamos que el jefe era un señor, una persona respetada por todos los 
miembros de ese grupo armado, pero hoy por hoy el jefe puede tener entre 14, 15 y 20 
años. Ya no importa la edad, sino como esa confianza que la otra persona encargada vea 
que cumpla con los requisitos para adquirir esa responsabilidad de gobernar, de mandar 
todos los otros integrantes de la organización. (Leidy, comunicación personal, 11.08.2018)
Otro líder social también explica cómo esta figura surge y cómo se trasforma:
Hay muchos jóvenes que no han decidido tomar esa vida, les tocó, por necesidad. 
Pero cuando entran a ese mundo, ellos deben mantenerse y mantenerse muchas veces 
es pasar por encima del otro. Si tú eres el que manda, tienes que buscar respeto, y el 
respeto es la muerte. La única forma que te respeten es matar a una persona, que todo 
el mundo se entere que fuiste tú, entonces eso le da estatus y eso va posicionando, ya 
lo vuelve jefe de una cuadra, si no del barrio o la comuna. Son los que después ponen 
las leyes en el sector. (Joven líder social, 9.11.2018)
Por otro lado, encontramos que las relaciones que se entretejen entre la comu-
nidad y las bandas delincuenciales son diversas y pueden variar sustancialmente. 
La interacción también cambia si eres hombre o mujer, como lo exponen dos lide-
resas sociales, quienes sienten que les ha tocado vivir el conflicto y la violencia de 
un modo diferente, sobre todo cuando el cuerpo de la mujer es trasgredido, sea de 
forma directa o indirecta, con el acoso verbal y sexual: 
No siento como esa tranquilidad de poder andar por el barrio libremente. Siempre 
dicen: “es que la cosa es con los hombres”, pero sabemos que la mujer también se ha 
visto muy afectada. Ellos quieren tener el control absolutamente de todo, hasta de las 
mujeres del territorio y, pues, de esa manera sí fui víctima, porque fui perseguida por 
esos jefes de manera incómoda. Era difícil salir a la calle y evitar que esa persona me 
llamara o yo poder caminar libremente y que él hiciera caso omiso a que yo iba pasando. 
(Leidy, comunicación personal, 11.08.2018)
Con unas hijas mujeres en medio de un conflicto armado, en un territorio donde se 
nos volvió casi inseguro todo, nos tocó huir del territorio. Estábamos siempre llenas 
de temor, nos acosaban verbalmente con términos sexuales. (Flor, comunicación 
personal, 16.06.2018)
Algunos integrantes de la comunidad pueden acoger, como expone Bobea (2017), 
actividades y funciones asumidas por actores armados ilegales en el barrio, mientras 
estos retribuyan con algún servicio, por ejemplo, seguridad y orden interno. Sin 
embargo, mientras algunas personas sienten que se está ofreciendo algún tipo de 
servicio a la colectividad, otras sienten, al contrario, que son grupos violentos que 
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generan muerte y sentimientos de miedo, zozobra e inseguridad. Las interacciones 
entre uno y otro actor fomentan también estrategias de resistencia, adaptación y 
negociación por parte de la comunidad afectada. Por ejemplo, para algunos inte-
grantes de la comunidad, estos actores pueden ayudar a sus amigos o familiares, 
ofrecen algún servicio o un bien a la comunidad, como protección y orden interno. 
Así lo exponen dos habitantes:
Ellos son los que ayudan al barrio en diferentes aspectos, cosas que la administración 
local no hace. Ellos le solucionan problemas de alcantarillado, ellos junto con la comu-
nidad buscan la forma de pavimentar. Entonces cuando la policía entra a los barrios 
a buscar a esos personajes, la comunidad se opone, porque independientemente que 
sean malos, ayudan a solventar un poco la vida de todos los habitantes del barrio: les 
dan seguridad, cosa que la policía no hace, mantienen el barrio tranquilo, nadie se 
mete con las personas del barrio por orden del jefe. (Joven líder social, comunicación 
personal, 27.10.2018) 
Uno a veces utiliza acá otros mecanismos de justicia como son los jefes, entonces si hay 
un problema pa qué uno llama un policía que no le va a resolver nada a uno. Entonces 
si un jefe es aliado o amigo de uno, uno le comenta qué problema tiene y él resuelve. 
Por ejemplo, si alguien le debe un dinero, uno busca el jefe para que vaya y cobre ese 
dinero: “Ve, mirá, Julano me debe un dinero, arréglame ese problema”, o sea, uno quiere 
seguir todo lo que dice la ley y la norma, pero en nuestro contexto no se presta, ¿ya? 
(Olivia, comunicación personal, 31.03.2019)
Como se puede evidenciar, los jefes en Buenaventura son, en su mayoría, jóvenes. 
Esta figura tiene un significado particular, ya que son considerados las personas 
que tienen un alto cargo y mando dentro de la estructura criminal que se encuentra 
en los barrios, que en ciertos casos ofrecen algún tipo de servicio a la comunidad. 
La modificación de las prácticas delincuenciales resulta fundamental para enten-
der las dinámicas actuales de la violencia en la ciudad. Las nuevas generaciones 
son contratadas para hacer actividades de venta de drogas, extorsión y asesinatos 
selectivos, obedeciendo a unas estructuras más amplias, a cadenas de mando que 
muchas veces tienen su origen fuera de la localidad. 
Esto nos lleva a reflexionar sobre la transformación de órdenes sociales, ya que 
los jóvenes rápidamente se integran en redes criminales con organizaciones de 
mayor peso, lo que evidencia la incorporación de una lógica tercerizada dentro de la 
estructura definida en la cadena productiva de economía de la droga. Esto significa 
nuevas formas de vinculación a la delincuencia y la ilegalidad. “Esto puede ser de-
finido como un modelo de outsourcing criminal (…) la integración de los jóvenes que 
demuestran mayores capacidades para delinquir a redes criminales que mantienen 
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el negocio de la droga y sus actividades asociadas, a través de una estructura con 
jerarquías en la que dichos jóvenes representan el último –y más vulnerable– esla-
bón de la cadena productiva de la droga” (Vinasco-Martínez, 2019: 172; Valencia; 
Vinasco, 2020: 198; Valencia, 2015).
Paz desde abajo: negociando la violencia desde  
la agencia afrofemenina
Para entender cómo se configura el orden social es necesario no solo conocer cómo 
una determinada comunidad colabora, obedece o se somete a los dictámenes es-
tablecidos por un grupo armado, sino también analizar las resistencias, disputas y 
negociaciones que se establecen (García, 2011). De ahí la importancia de resaltar las 
estrategias que desarrollan un grupo de mujeres afrodescendientes de Buenaventura 
para contrarrestar los efectos de las violencias en sus vidas, barrios y comunidades. 
Entendemos estas acciones como formas de construir una paz desde abajo desde la 
agencia afrofemenina. Esta perspectiva de la paz concibe a los sujetos como pro-
tagonistas de su propia realidad y entiende a la comunidad como tejedora de sus 
procesos. Para Cruz y Fontan (2014: 136), la paz desde abajo:
Se configura en el reconocimiento del otro y en el tejido social propio de un país, de 
una región; una paz que se crea en las mismas familias y personas, pero que no deja 
de lado el contexto, la cultura y las tradiciones.
Si bien las problemáticas que presenta Buenaventura atraviesan a la mayoría de 
la población, en esta región se entrelazan diversos factores de vulnerabilidad –de-
terminados por género, raza y condición social– que exponen particularmente a las 
mujeres al sufrimiento de algún tipo de violencia de género (asesinato, violencia 
sexual, desaparición, etc.), impartida por actores armados –que en algunos casos 
son sus mismas parejas o compañeros sentimentales–. Por ello, es muy importante 
resaltar que las mujeres negras bonaverenses han sido víctimas directas o indirectas 
de las violencias que experimentan en su territorio: destierro, muerte, desempleo, 
exclusión, etc., hechos que no permiten que puedan gozar plenamente de su ciudad. 
Aunque Buenaventura es una geografía depresiva como evidencia del abandono del 
Estado, también es un territorio donde una mayoría afrofemenina reinventa su vivir 
urbano. Este es un espacio de reafirmación de identidad y de construcción de paz, 
una paz que se entreteje desde abajo, es decir, corresponde a una paz local y con 
enfoque territorial (Sinisterra Ossa, 2020).
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Las mujeres negras en Buenaventura tienen limitado al pleno goce de sus de-
rechos y son víctimas de múltiples formas de exclusión y violencias. Frente a esta 
situación, se han organizado para ejercer resistencias y reexistencias. Allí, las mujeres 
afrodescendientes han encontrado estrategias para habitar este tipo de contextos 
hostiles; han creado sus propias dinámicas de negociación, modos de transitar y 
experimentar el territorio, formas de interactuar con los actores armados y desar-
mados violentos, normas implícitas o explicitas sobre cómo actuar ante el peligro, y 
han creado tácticas de sobrevivencia, como la ley del silencio o permanecer calladas 
frente a lo que pasa a su alrededor, hacerse amigas de los actores armados, conse-
guirse un padrino o establecer algún tipo de relación sentimental o sexual con el jefe 
del barrio para conseguir autoprotección y sentirse seguras (Sinisterra Ossa, 2020). 
Otras, en cambio, ejercen la prostitución o entran en el mundo criminal para poder 
sobrevivir (microtráfico, robos, etc.). Así, cada mujer crea su propio mapa mental del 
peligro y con él trata de resignificar estratégicamente el territorio. Las estrategias 
que ellas realizan permiten comprender que el establecimiento del orden social 
en lugares con altos índices de violencia no solo depende de los actores armados, 
sino también de los demás habitantes, quienes encuentran sus propias lógicas de 
actuación alrededor de las violencias. 
Estas experiencias han generado que las mujeres negras no sean solo víctimas, 
sino sujetos políticos. Desde sus cuerpos racializados, las mujeres han sido resilientes 
y agentes empoderadas a través de acciones que han posibilitado la construcción 
de una paz desde abajo. A través de su agencia, las mujeres se han organizado de 
diferentes formas, con el fin de desarrollar estrategias de oposición ante las múltiples 
formas de dominación. Son acciones destinadas a contrarrestar las violencias en sus 
vidas. En este sentido, de ese ciclo de violencias en las que han estado inmersas, 
nacen redes de mujeres negras que promueven la resistencia a través de procesos de 
denuncia, reconstrucción de la memoria, reapropiación y defensa de su territorio, etc.
Una de las estrategias de resistencia fue la ocupación de las calles durante el 
paro cívico bonaverense, en el año 2017, por parte de las mujeres que expresaron 
su descontento por no vivir en una ciudad digna. Las mujeres de este lugar no go-
zan plenamente del derecho a la ciudad; es decir, poder usar, disfrutar y transitar 
libremente la ciudad, además de poder acceder a un conjunto de servicios urbanos 
que son fundamentales: agua, vivienda, salud, educación, seguridad, entre otros. 
Otra de las iniciativas por parte de las mujeres del territorio es la campaña contra 
la violencia de género Alza la Voz, que tiene el propósito de facilitar el diálogo entre 
diferentes actores de la comunidad (armados y no armados) para que se compro-
metan con la no violencia y la equidad de género. De igual forma, el arte urbano 
ha sido otro de los pilares de la estrategia de resistencia en Buenaventura. Algunas 
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organizaciones de mujeres han apoyado procesos organizativos de jóvenes para la 
creación de un movimiento artístico que posibilite generar conciencia a través de la 
música. Entre estos grupos se encuentran: Memoria Urbana, liderado por un grupo 
de jóvenes que tratan de hacer memoria en sus canciones, y Fundación Tura Hip 
Hop, un movimiento que resiste la violencia de Buenaventura a través de la música. 
Estas acciones que desarrollan las mujeres han posibilitado que jóvenes del territorio 
logren empoderarse y encontrar otras oportunidades que el mismo Estado no les ha 
brindado (Sinisterra-Ossa, 2020).
En este lugar, las mujeres negras, mediante diversas estrategias de resistencia, 
se enfrentan a actores armados, narcotraficantes, paramilitares y policías, que en 
conjunto trazan fronteras de muerte para ellas y muchos jóvenes negros. También las 
mujeres se enfrentan a despojos y destierros violentos, producto del ordenamiento 
territorial y de proyectos de expansión portuaria establecidos por el Gobierno y 
empresas transnacionales, los cuales desalojan a las poblaciones de sus territorios 
para implantar sus modelos de desarrollo. Los feminicidios, estereotipos, falta de 
oportunidades educativas y explotación laboral son otras de las violencias cotidianas 
a las que se enfrentan las mujeres negras en este territorio. Estas violencias ejercidas 
contra ellas son un ejercicio sistémico y múltiple de interseccionalidad, que tiene 
un vínculo directo con el lugar histórico que patriarcalismo, capitalismo y racismo 
han dado a los cuerpos negros y femeninos.
Es importante entender que las zonas marginales de las ciudades colombianas son 
laboratorios de resistencia y resiliencia (Ortiz, 2013; Riaño, 2000). En consecuencia, 
hay que evidenciar la paz que construyen las mujeres negras en sus vidas y territorios, 
pero también señalar que esto conlleva algunos desafíos en el contexto de posacuerdo. 
Uno de ellos es entender la zona urbana de Buenaventura como productora de vio-
lencias que no se reducen al conflicto armado. Además, se debe pensar la paz desde 
y hacia la ciudad, así como desde y hacia las mujeres. La paz desde abajo se entreteje 
colectivamente y va encaminada a la justicia no solo social, sino también racial y de 
género. En este escenario, las mujeres negras han creado todas unas geografías de 
oposición y negociación con las violencias y actores que las oprimen; al contrario 
del discurso y narrativas hegemónicas que las muestran como víctimas pasivas, las 
acciones y prácticas que ellas desarrollan demuestran que son sujetos activos.
Algunas reflexiones finales
En medio del contexto de posacuerdo y de transición que está viviendo Colombia, 
el país enfrenta el recrudecimiento de la violencia y la reconfiguración de grupos 
armados en diferentes regiones. Uno de los principales retos de este escenario es la 
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necesidad de entender las nuevas dinámicas de los grupos armados en las ciudades, 
la estructura organizada del microtráfico y su capacidad de diversificación, así como 
la lógica del outsourcing criminal, aspectos que hacen difícil su desarticulación por 
parte de la autoridad estatal (García et al., 2014, en Vinasco-Martínez, 2019: 185).
Buenaventura, como una de las ciudades con mayor índice de violencia del 
país y como corredor estratégico del narcotráfico, es un escenario propicio para el 
análisis de la violencia urbana y la forma como sus habitantes negocian e interac-
túan con ella. Como ya se ha sustentado, el análisis de la violencia en esta ciudad 
pasa, necesariamente, por el reconocimiento de las dinámicas locales-regionales, 
que dan forma al negocio de la droga, así como por las maneras en que interactúan 
el narcotráfico, la delincuencia y las dinámicas sociopolíticas de la ciudad, como 
estructura interrelacionada productora de un orden social propicio para la expan-
sión del microtráfico y el poder ejercido por los actores armados involucrados en la 
comercialización de la droga, durante varias décadas.
En el caso colombiano, la violencia urbana ha permanecido sumida en el si-
lencio. Las ciudades colombianas presentan una violencia fragmentada e intensa 
que se debe analizar con atención. Son violencias que tratan de construir un orden 
social y urbano en contextos racializados, en los cuales la respuesta estatal ha sido 
transformar las geografías de la pobreza en zonas fuertemente militarizadas. En 
esta región, es muy difusa esa línea que separa el mundo legal e ilegal, dado que 
constantemente se entremezclan, interactúan y colaboran entre sí temporalmente 
(Schultze-Kraft, 2019).
La reestructuración del orden social en Buenaventura se hace notorio a partir 
de la reconfiguración de las estructuras criminales regionales y nacionales, lo que 
conlleva al ingreso de nuevos actores en lo local y sus disputas por el negocio del 
microtráfico. Dichos actores ya no son grupos de jóvenes enfrentados entre sí por el 
territorio y dedicados a la delincuencia común, sino jóvenes reclutados por bandas 
criminales para realizar actividades de microtráfico, sicariato y extorsiones. Esto 
demuestra una lógica de tercerización de la violencia (outsourcing criminal) y, por 
ende, la capacidad de las estructuras del narcotráfico para transformarse y diversi-
ficarse, manteniendo el poder en la ciudad (Vinasco-Martínez, 2019).
En este punto, resulta importante resaltar aportes como los de Penglase (2009), 
quien señala que la reconfiguración de órdenes sociales también está ligada al esta-
blecimiento de representaciones, símbolos, y formas de interacción y negociación 
que repercuten profundamente sobre los significados y sentidos prácticos que las 
personas emplean en su vida cotidiana. Como lo vimos en este artículo, los análisis 
sobre la relación entre violencia urbana y narcotráfico deben prestar atención a las 
localidades y los discursos de sus habitantes, pues en ellos se pueden encontrar claves 
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para entender la forma como operan las estructuras criminales y sus mecanismos 
para permanecer y reconfigurarse, a pesar de los esfuerzos estatales por combatirlas. 
Las voces de los sujetos en las localidades permiten visibilizar las consecuencias del 
microtráfico y la manera en que los ciudadanos hacen frente a la violencia que genera.
Por lo tanto, Buenaventura constituye una geografía de la violencia, pero también 
de la resistencia. En este sentido, es importante identificar prácticas cotidianas de 
construcción de paz que se desarrollan desde la base, como es el caso de las mujeres 
negras: una paz que se construye desde las propias experiencias y desde la propia 
existencia de ellas. Construir paz desde abajo en Buenaventura implica poner en 
cuestión las geografías del poder (el control del territorio físico y corporal) donde se 
manifiestan otras guerras urbanas cotidianas, lo que significa una definición de paz 
que va más allá de su dimensión negativa (ausencia de conflicto bélico) e incorpora 
la paz positiva –o la ausencia de violencia estructural– como eje estructurante de la 
posguerra (Galtung, 1969; Lambourne, 2004). 
Para los y las participantes del proyecto que da origen a este artículo, construir la 
paz desde abajo implica una variedad de aspiraciones que les posibiliten ejercer sus 
derechos de ciudadanía: “sitios más seguros”, “más empleo y oportunidades”, “que 
uno sea tratado de igual”, “que la policía no entre con atropellos en la comunidad”, 
“más naturaleza (o sea más áreas verdes)”, “más educación”, “menos conflicto”, 
“justicia y verdad”. En diálogo con la literatura sobre paz positiva/paz negativa, 
uno de los hallazgos más importantes ha sido la identificación e interpretación de 
prácticas cotidianas de construcción de paz que transcienden los modelos liberales, 
y que recogen la particularidad de las experiencias de los grupos más vulnerables 
marcados por las variables de género, clase, raza y etnia. 
Finalmente, es necesario incorporar la experiencia paradigmática de la población, 
no solo en términos de su victimización absoluta como blanco de la violencia, sino 
también en términos de sus aportes a la paz en el contexto urbano colombiano. Así, 
el orden social que se trata de instaurar en este territorio no es fijo ni inmutable, al 
contrario, puede ser cuestionado, destruido, transformado o recreado de diferentes 
maneras. Es un proceso de interacción y de negociación entre diferentes actores. 
Referencias
Agudelo, Carlos (2005). Retos del multiculturalismo en Colombia. Política y poblaciones negras. 
Medellín: La Carreta. 
Almario, Oscar (2004). Dinámica y consecuencias del conflicto armado colombiano en 
el Pacífico: limpieza étnica y desterritorialización de afrocolombianos e indígenas y 
127Orden social más allá del Estado
“multiculturalismo” de Estado e indolencia nacional. En Conflicto e (in)visibilidad: retos 
en los estudios de la gente negra en Colombia (pp. 73-120), editado por Eduardo Restrepo; 
Axel Rojas. Popayán: Universidad del Cauca.
Alves, Jaime (2017). Gubernamentalidad espacial y agencia criminal negra en Cali y São Paulo: 
aproximaciones para una antropología fuera de la ley. En Territorios y sociabilidades violentas 
(pp. 15-70), coordinado por Jorge Giraldo Ramírez. Medellín: Eafit.
Amira, Rossih (16 de mayo de 2017). El paro cívico en Buenaventura muestra la otra cara del 
“desarrollo”. Colombia Plural. Recuperado de https://colombiaplural.com/paro-civico-
buenaventura-muestra-la-otra-cara-del-desarrollo/
Arjona, Ana (2009). One National War, Multiple Local Orders: An Inquiry into the Unit 
of Analysis of War and Post-War Interventions. En Law in Peace Negotiations (pp. 123-
150), editado por Morten Bergsmo; Pablo Kalmanovitz. Oslo: Torkel Opsahl Academic 
EPublisher.
Bobea, Liliana (2017). Ganando terreno: orígenes y fundamentos de los ecosistemas 
transgresores en San Juan, Puerto Rico. En Territorios y sociabilidades violentas (pp. 71-
143), coordinado por Jorge Giraldo Ramírez. Medellín: Eafit. 
Buenaventura, la ciudad más violenta del país (28 de marzo de 2014). El Espectador. Recuperado 
de https://www.elespectador.com/noticias/nacional/buenaventura-ciudad-mas-violenta-
del-pais-articulo-483513
Buenaventura, la “joya” que se disputan las bandas de los “Urabeños” y la “Empresa” (21 de 
enero de 2013). El País. Recuperado de https://www.elpais.com.co/valle/buenaventura-la-
joya-que-se-disputan-las-bandas-de-los-urabenos-y-la-empresa.html
Camacho, Álvaro; Guzmán, Álvaro (1990). Colombia: ciudad y violencia. Foro, 12, 22-32.
Cámara de Comercio de Buenaventura (2017). Análisis socioeconómico de Buenaventura 
2017. Recuperado de https://www.ccbun.org/images/multimedia/20180131_analisis_
socioeconomico_del_distrito_de_buenaventura_2017.pdf
Centro Nacional de Memoria Histórica (2015). Buenaventura: un puerto sin comunidad. Bogotá: 
CNMH.
Collins, Patricia (1999). Moving beyond Gender: Intersectionality and Scientific Knowledge. En 
Revisioning Gender (pp. 261-284), editado por Myra Marx Ferree; Judith Lorber; Beth B. 
Hess. New York: Altamira Press.
Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (2015). Buenaventura. El despojo para la 
competitividad. Recuperado de http://www.mundubat.org/wp-content/uploads/2016/03/
BuenaventuraInprenta.pdf
128 Lizeth Sinisterra-Ossa • Inge Helena Valencia
Crenshaw, Kimberlé (1991). Mapping the Margins: Intersectionality, Identity Politics, and 
Violence against Women of Color. Stanford Law Review, 43(6), 1241-1299. Recuperado de 
https://www.racialequitytools.org/resourcefiles/mapping-margins.pdf 
Cruz, Juan Daniel; Fontan, Victoria (2014). Una mirada subalterna y desde debajo de la cultura 
de paz. Ra Ximhai, 10(2), 135-152.
Del Olmo, Rosa (2000). Ciudades duras y violencia urbana. Nueva sociedad, 167, 74-86.
Escobar, Arturo (2010). Territorios de diferencia: lugar, movimientos, vidas, redes. Popayán: 
Envión. 
Espinosa, Adriana (2011). De lo global a lo local en los repertorios de acción de las organizaciones 
negras frente al conflicto armado en Buenaventura. CS, 7, 81-120.
¿Qué está pasando en Buenaventura? (22 de diciembre de 2017). Fundación Ideas para la Paz. 
Recuperado de http://www.ideaspaz.org/publications/posts/1627
Galtung, Johan (1969). Violence, Peace, and Peace Research. Journal of Peace Research, 6(3), 
167-191.
García, Clara (2011). Los estudios sobre órdenes locales. Enfoques, debates y desafíos. Análisis 
Político, 24(73), 55-78.
García, Clara; Guzmán, Álvaro; Aramburo, Clara; Rodríguez, Alba Nubia; Domínguez, Juan 
Camilo (2014). Orden social y conflicto: resultados de una metodología comparada en 
nueve localidades de Colombia. Revista Sociedad y Economía, 27, 23-46.
Gisbert, Tomás; Pinto, María Jesús; Sulé, Javier (2015). Asedio a las comunidades. Los impactos 
de una empresa catalana, Grupo TCB en Buenaventura. Recuperado de http://www.
taulacolombia.org/sites/default/files/informebuenaventura_int_act_0.pdf 
Guerra por el oro entre los “Urabeños” y la “Empresa” en Buenaventura (31 de enero de 2014). 
El Tiempo. Recuperado de https://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-13438427
Lambourne, Wendy (2004). Post-Conflict Peacebuilding: Meeting Huamn Needs for Justice 
and Reconciliation. Peace, Conflict and Development, 4(2),1-23.
McDermott, Jeremy (2014). ¿La última Bacrim en pie? El ascenso de los Urabeños en Colombia. 
Perspectivas, 3, 5-15.
Nagle, Luz (2008). Criminal Gangs in Latin America: The Next Great Threat to Regional 
Security and Stability. Texas Hispanic Journal of Law and Policy, 14(1), 8-28.
Ortiz, Nicolás (2012). Producción de sentidos en jóvenes de organizaciones juveniles del 
municipio de Santiago de Cali-Colombia. Prospectiva, 17, 115-140.
129Orden social más allá del Estado
Oslender, Ulrich (2004). Geografías de terror y desplazamiento forzado en el Pacífico 
colombiano: conceptualizando el problema y buscando respuestas. En Conflicto e (in)
visibilidad: retos en los estudios de la gente negra en Colombia (pp. 53-72), editado por Eduardo 
Restrepo; Axel Rojas. Popayán: Universidad del Cauca.
Penglase, Ben (2009). States of Insecurity: Everyday Emergencies, Public Secrets, and Drug 
Trafficker Power in a Brazilian Favela. Political and Legal Anthropolog y Review, 32(1), 47-63.
Pegoraro, Juan (2003) La violencia, el orden social y el control social penal. Revista Brasileira 
de Ciencias Criminais, (45), 1-20.
Pérez, Bernardo; Montoya, Carlos (2013). Las BACRIM después de 2013: ¿pronóstico reservado? 
Bogotá: Fundación Paz y Reconciliación.
Riaño, Pilar (2000). ¿Por qué a pesar de tanta mierda este barrio es poder? Historias locales a 
la luz nacional. Revista Colombiana de Antropología, 36, 3-26.
Rubio, Mauricio (1997). Perverse Social Capital: Some Evidence from Colombia. Journal of 
Economic Issues, 31(3), 805-816.
Salazar, Alonso (1991). No nacimos pa’ semilla. La cultura de las bandas juveniles en Medellín. 
Bogotá: CINEP.
Salazar, Boris (2015). Cali: Narcotráfico, poder y violencia. Documento de trabajo CIDSE, 163, 
Cali: Universidad del Valle
Sánchez, Nicolás (15 de febrero de 2019). Las ansias de justicia son superiores a los riesgos: 
lideresa de Buenaventura amenazada. El Espectador. Recuperado de https://www.
elespectador.com/colombia2020/territorio/las-ansias-de-justicia-son-superiores-los-
riesgos-lideresa-de-buenaventura-amenazada-articulo-857644/
Las seis deudas históricas por las que protestan en Buenaventura (22 de mayo de 2017). 
Semana. Recuperado de https://www.semana.com/nacion/articulo/buenaventura-cifras-
de-pobreza-desempleo-inseguridad/526149
Schultze-Kraft, Markus (2019). Crimilegal Orders, Governance and Armed Conflict. London: 
Palgrave Macmillan.
Sinisterra-Ossa, Lizeth (2020). Tejiendo la paz desde abajo. El rol de las mujeres negras en la 
construcción de territorios de paz en la Colombia urbana del postacuerdo. Inédito.
Valencia, Inge Helena. (2015). Multiculturalismo y seguridad fronteriza en el archipiélago de 
San Andrés y Providencia. Análisis-Fescol, 6, 1-24.
Valencia, Inge Helena; Silva, Laura; Moreno, Alejandro (2016). Violencia, desarrollo y despojo 
en Buenaventura. Análisis, 9, 5-18.
130 Lizeth Sinisterra-Ossa • Inge Helena Valencia
Valencia, Inge Helena. (2013). Entre el business y las vueltas: narcotráfico y sociabilidades en 
regiones de frontera en Colombia. El caso de Buenaventura y San Andrés. Cali: Universidad Icesi.
Valencia, Inge; Vinasco, Diana (2020). Orden social y microtráfico en Cali, Colombia: entre el 
outsourcing criminal y la negociación con la violencia. En La muerte es un negocio : miradas 
cercanas a la violencia criminal en América Latina, coordinado por Javier Treviño Rangel; 
Laura Helenea Atuesta Becerra. Ciudad de México: CIDE.
Vinasco-Martínez, Diana (2019). Pacificando el barrio: orden social, microtráfico y tercerización 
de la violencia en un barrio del distrito de Aguablanca (Cali, Colombia). Revista Cultura y 
Droga, 25(27), 157-187.
